Expediente: 0593/1erJAM/2017-JN

Juzgado Primero Administrativo Municipal. 

PAGE  
16
Expediente: 0593/1erJAM/2017-JN

Juzgado Primero Administrativo Municipal.

León, Guanajuato, a 20 veinte de junio del año 2019 dos mil diecinueve. . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 0593/1erJAM/2017-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano (…), en contra del SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE LEÓN, GUANAJUATO, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . .
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 25 veinticinco de mayo del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 30 treinta de mayo del año 2017 dos mil diecisiete, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y la prueba documental exhibida y descrita en los puntos 01 uno y 02 dos del capítulo de pruebas de la demanda, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal; previo a  acordar sobre la prueba de informe, se requirió a la parte justiciable para que en el término de 05 cinco días precisara los hechos concretos sobre los que versaría la prueba; no se admitió la prueba testimonial así como el video ofrecido y en cuanto a la suspensión del acto impugnado, se le concedió el término de 03 tres días para garantizar el interés fiscal. . . . . . . . . . . . . . 
Contestación de la demanda y admisión de pruebas.
TERCERO.- El 19 diecinueve de junio del año 2017 dos mil diecisiete, la autoridad presentó escrito de contestación de la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 22 veintidós del mismo mes y año, se le tuvo contestándola en tiempo y forma, admitiéndosele las pruebas documentales aceptadas a la parte actora en el auto de radicación y la ofrecida en el punto 01 uno y 04 cuatro del capítulo de pruebas de la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presunción legal y humana en lo que le beneficie; y, a la parte actora se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el auto de radicación, no admitiéndosele la prueba de informe; además, se fijó fecha y hora para que la celebración de la audiencia de pruebas y alegatos. . . . . . . 

Objeción de documento.

CUARTO.-  El  29 veintinueve de junio del año 2017 dos mil diecisiete, el autorizado de la parte actora presentó una promoción; y, por auto del día 04 cuatro de julio del mismo mes y año, se le tuvo por objetando en cuanto a su alcance y valor probatorio la documental descrita en su escrito de cuenta. . .. . . . . . . . . . . . . . . 

Celebración de la audiencia de alegatos.

QUINTO.- El 08 ocho de agosto del año 2017 dos mil diecisiete, a las 12:00 doce horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, en la que se tuvo al autorizado de la parte actora presentando escrito de alegatos; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse un acto administrativos imputado al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Precisión y existencia de los actos impugnados.
SEGUNDO.- Que realizando un estudio integral de la demanda y sus anexos se advierte que la parte actora impugna el recibo  A 39064956, con fecha de emisión 18 dieciocho de abril del año 2017 dos mil diecisiete, el cual consta el saldo de la cantidad de $269,364.00 (doscientos sesenta y nueve mil  trescientos sesenta y cuatro pesos 00/100 moneda nacional), y se integra por los siguientes conceptos: saldo anterior, I.V.A. de saldo anterior, drenaje, recargos, tratamiento de agua residual, recargos de documentos e I.V.A., así como el apercibimiento de suspensión del servicio, todo ello respecto de la cuenta número 0148613. Y la existencia del acto impugnado se encuentra acreditado en este proceso, con el original del referido recibo, probanza que obran a foja 06 seis. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Este Juzgador de oficio procede al análisis de la causal de improcedencia prevista en la fracción I del citado artículo 261, ello únicamente respecto al acto consistente en el apercibimiento consistente en la suspensión del servicio. . . . . . . .


Para este Juzgador se ACTUALIZA esa causal de improcedencia para sobreseer el proceso, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 

El artículo 261, fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, dispone en la parte que interesa: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 261. El proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones:

I.- Que no afecten los intereses jurídicos del actor;”
Conforme esta fracción, el proceso resulta improcedente cuando de las constancias procesales se advierta que el acto impugnado por sí mismo no afecta el interés jurídico del actor. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En este contexto, es cierto que la parte impetrante tiene el derecho subjetivo a que se le proporcionen los servicios públicos consignados en el documento  A 39064956, también es verdad que en ese recibo sólo existe una advertencia al expresarse: “Su servicio será suspendido a la brevedad generando costos adicionales a sus consumos… ¡pague ahora mismo!”. Ahora bien, las advertencias no crean obligaciones, sino sólo hacen una llamada de atención respecto de las ya existentes, según lo sostienen los doctrinitas Jorge Fernández Ruiz y Santiago López Acosta, en su libro “Derecho Administrativo del Estado de Guanajuato”, pagina 158, Editorial Porrúa, Edición 2008. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, la advertencia tiene consecuencias jurídicas futuras e inciertas, porque la suspensión del servicio se deja condicionada al incumplimiento de la obligación de pago, de ese modo, la advertencia no implica una afectación a la esfera jurídica del justiciable, toda vez que no consta en autos la materialización de sus efectos, razón por la cual, se actualiza la causal de improcedencia contemplada por la fracción I del artículo 261 pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, lo procedente es sobreseer el proceso sólo por lo que hace a la advertencia de suspensión del servicio, conforme a lo dispuesto por la fracción II del artículo 262 del mismo ordenamiento jurídico. . . . . . .  . . . . . . . . . . .  

Asimismo, la autoridad demandada refiere que se actualiza causal de improcedencia prevista en la fracción V del pluricitado artículo 261, en razón de que el acto impugnado es materia del diverso proceso 0414/2doJAM/2017-JN. . . . . . . . 


Para este Juzgador es INFUNDADA esa causal de improcedencia para decretar el sobreseimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Lo anterior es así, en razón de que la demandada fue omisa en aportar medio de convicción  tendente a justificar que el acto impugnado en el presente proceso sea materia de impugnación del diverso proceso 0414/2doJAM/2017-JN; de este modo en autos no se encuentra acreditado que el acto impugnado en el presente sumario sea materia de un recurso o diverso proceso que se encuentre pendiente de resolución ante una autoridad administrativa o jurisdiccional, amén que en la presente causa  se exhibió el original del documento  A39064959. . . . . . . 
Ante lo infundado de la causal de improcedencia analizada y al no actualizarse  ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis de los conceptos de impugnación.
CUARTO.-  Que la parte actora en el primer concepto de impugnación de la demanda expresa que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 
I.-Que el principio de legalidad tributaria exige que toda contribución, incluyendo sus elementos como son sujeto, objeto, procedimiento para el cálculo de la base,  tasa o tarifa, forma y época de pago, deben establecerse en una Ley emanada de la respectiva legislatura; que las cargas tributarias deben establecer los elementos que las integran para no dar margen a la arbitrariedad de las autoridades exactoras en sus determinaciones, por tanto, debe ser el legislador y no la autoridad administrativa quien establezca los elementos esenciales de las contribuciones (sujeto, objeto, base,  tasa, tarifa, lugar, forma y época de pago). . . . 
II.- Que los tributos se prevean en la Ley y de manera específica sus elementos esenciales, para que el gobernado pueda conocer de forma cierta de contribuir al gasto público que un cumplimiento defectuoso tiende a generar actos de molestia, a la emisión de sanciones que afectan su esfera jurídica, por ello los conceptos confusos o indeterminables para definir los elementos constituíos de un tributo, generan inseguridad jurídica como ocurre con los conceptos de cobro, específicamente: Saldo anterior, I. V. A. del saldo anterior, drenaje, recargos y recargos  de documentos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
III.- Así las cosas, son las contribuciones  establecidas en la ley, por recibir servicios que presta la demandada, que se regulan de acuerdo con lo dispuesto en el Código Territorial del Estado, el Reglamento del Organismo Operador y se pagarán de  conformidad a las cuotas, tasas y tarifas que establezca la Ley de Ingresos del Municipio, lo que no ocurre con los conceptos de cobro aludidos, por los supuestos servicios públicos (inexistentes) reclamados en pago en la figura tributaria de derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tanto, la autoridad en la contestación de demanda  aduce que los servicios  públicos de drenaje se encuentran contemplados en el artículo 16, fracción II, inciso a), de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, para los ejercicios fiscales correspondientes. . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este juzgador los conceptos de impugnación identificados como I, la primera parte del II y el III, devienen en  INOPERANTES E INFUNDADOS, en atención a las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo inoperante deviene, toda vez que la parte actora aduce agravios tendentes a combatir de ilegalidad del documento A 39064956 como se si se tratara  de un crédito fiscal, sin embargo es el caso que, del contenido de ese documento no se desprende precepto legal alguno que indique la facultad del Organismo Operador para determinar créditos fiscales derivados de la prestación de los servicios público que brinda ejerciendo sus facultades para tal efecto, aspecto que se desprende  del reverso de ese documento, al leerse en su parte final: “…La emisión de este recibo no constituye una determinación de crédito fiscal.”; concatenado a ello,  la propia autoridad en su demanda es confesa en señalar que ese documento, es meramente de carácter informativo del estado que guarda la cuenta 148613; aspecto reconocido por la justiciable, en tanto  que en su capítulo de suspensión transcribe la parte final antes asentada, agregando: “…además de que no ha iniciado y menos agostado las etapas previas del procedimiento de ejecución…”;  es decir,  el acto impugnado no se trata de determinación alguna de crédito fiscal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien,   el Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, número 21, tercera parte de fecha 5 de febrero del 2010, y el cual se encontraba vigente al momento de la emisión del documento A 39064956,  en su artículo 184, señala que los adeudos a cargo de los clientes tendrán el carácter de créditos fiscales, una vez determinados en cantidad liquidad;  atribución que estará a cargo del Director General del Organismo Operador así como de su Gerente Comercial, ello en términos del artículo 7 y 47, fracción IV del  mencionado reglamento;  preceptos que en lo conducente disponen:  
“Artículo 7. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 16 y 17 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y 130 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, se delega en favor del Director General del Organismo Operador, así como del Titular de la Gerencia que al efecto determine el presente Reglamento o en su caso el Consejo Directivo, la facultad de llevar a cabo, conjunta o indistintamente, la determinación y liquidación de los créditos fiscales, así como exigir el pago de los que no hayan sido cubiertos o garantizados en los plazos legales, mediante el Procedimiento Administrativo de Ejecución previsto en las Leyes fiscales aplicables. 

Artículo 47. La Gerencia Comercial tendrá las atribuciones siguientes: 

IV. Determinar los créditos fiscales y realizar la gestión de cobro de aquellos que no hayan sido cubiertos o garantizados en los plazos legales, mediante el procedimiento administrativo de ejecución, previsto en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, y  de conformidad con el presente Reglamento; 

Artículo 184. Los adeudos a cargo de los clientes tendrán el carácter de créditos fiscales, una vez determinados en cantidad líquida y para su cobro se hará uso de la facultad económico-coactiva en los términos del artículo 7 del presente Reglamento y  de la normatividad aplicable.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por su parte la fracción XII del citado artículo 47 establece: . . . . . . .  . . . . . . 

“Artículo 47. La Gerencia Comercial tendrá las atribuciones siguientes: 

XII. Generar los recibos de cobros correspondientes por los servicios de agua potable, agua tratada, alcantarillado sanitario y saneamiento y otros servicios que presta SAPAL.”. . . . 
En ese sentido, se reitera el documento A 39064956 no constituye una determinación de crédito fiscal, sino que su emisión y fundamento obedece a un acto de carácter informativo, a efecto de facilitar el uso de información respecto a los servicios públicos suministrados por el Organismo Operador;  consumos; costo y, lugares y espacios de atención; es decir, el mismo contiene,  define y vincula a su destinario con los servicios devengados en cierto periodo, que en su caso servirá de sustento a la autoridad para la emisión del acto o procedimiento administrativo subsecuente que se estime procedente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, los conceptos de impugnación identificados como I, la primera parte del II y el III, son esgrimidos por quien demanda bajo una apreciación subjetiva y contradictoria con el propio escrito de demanda, al aseverar que el documento A 39064956, no se trata de crédito fiscal alguno, no obstante sus argumentos se formulan sobre esa premisa, de aquí que devengan en INOPERANTES, al esgrimirse bajo  una conceptualización errónea que en caso de resultar fundada, no se enderezan a controvertir el carácter de documento informativo de los servicios prestados por la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de sustento legal a lo aquí  precisado, el criterio consultable en la página de electrónica  del Tribunal de Justicia Administrativa del  Estado de Guanajuato, relativa a criterios 2010-2011, así como la tesis IV.3o.A.66 A, con registro 176047, consultable en el semanario judicial de la federación electrónico, que rezan: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“AGRAVIOS INOPERANTES EN EL RECURSO DE REVISIÓN. LO SON AQUÉLLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS INCORRECTAS.- Los agravios son inoperantes 15 cuando parten de una hipótesis que resulta incorrecta o falsa, supuesto en que resulta ocioso su examen, pues aun de ser fundada la disertación en un aspecto meramente jurídico, a ningún fin práctico se llegaría con su análisis y calificación, puesto que, al partir de una suposición que no resultó cierta, derivaría ineficaz el agravio para obtener la revocación de la sentencia recurrida. Esto sucede, por ejemplo, cuando el recurrente alega que el juez administrativo municipal no valoró las pruebas aportadas por la autoridad demandada, y del examen a las constancias de autos se aprecie que, en realidad, el órgano resolutor desestimó el material probatorio porque señaló que su valuación resultaría infructuosa ante la existencia de una violación formal acaecida dentro de un procedimiento de verificación administrativa, ocasionando la nulidad de la resolución procedimental dictada. Por ende, si el agravio se sustenta en una premisa que no derivó como verdadera, resulta inoperante, y por consecuencia es ineficaz para revocar el fallo recurrido. (Recurso de revisión 76/3ª Sala/11. Recurrente: autorizado del Tesorero Municipal de León, Guanajuato y otras autoridades. Resolución del 21 veintiuno de octubre de 2011 dos mil once).” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN FISCAL. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS INCORRECTAS. Los agravios son inoperantes cuando parten de una hipótesis que resulta incorrecta o falsa, y sustentan su argumento en ella, ya que en tal evento resulta inoficioso su examen por el tribunal revisor, pues aun de ser fundado el argumento, en un aspecto meramente jurídico sostenido con base en la premisa incorrecta, a ningún fin práctico se llegaría con su análisis y calificación, debido a que al partir aquél de una suposición que no resultó cierta, sería ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; como en el caso en que se alegue que la Sala Fiscal determinó que la resolución administrativa era ilegal por encontrarse indebidamente motivada, para luego expresar argumentos encaminados a evidenciar que al tratarse de un vicio formal dentro del proceso de fiscalización se debió declarar la nulidad para efectos y no lisa y llana al tenor de los numerales que al respecto se citen, y del examen a las constancias de autos se aprecia que la responsable no declaró la nulidad de la resolución administrativa sustentándose en el vicio de formalidad mencionado (indebida motivación), sino con base en una cuestión de fondo, lo que ocasiona que resulte innecesario deliberar sobre la legalidad de la nulidad absoluta decretada, al sustentarse tal argumento de ilegalidad en una premisa que no resultó verdadera.”. . . . . . . . 

En otra parte, los conceptos de impugnación en análisis devienen en  infundado, atentos a lo siguiente:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

El Congreso del Estado como órgano legislativo local -poder legislativo- en ejercicio de la atribución que tiene reservada estableció en el Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato, las contribuciones que el Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, cobra por concepto de derechos fiscales por la prestación de los servicios públicos de agua potable, de drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, además prevé los sujetos, objeto, base y época de pago; mientras que en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2017 y en ejercicios anteriores, se prevén las cuotas o tarifas que se cobrarán de acuerdo al tipo de uso del servicio; por esta razón, en la especie, con la emisión del acto impugnado no se viola el principio de legalidad tributaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De donde, los argumentos de quien demanda relativos a los conceptos de cobro: Saldo anterior, Impuesto al  Valor Agregado del saldo anterior, drenaje, recargos y  recargos de documentos, son servicios públicos inexistentes cobrados bajo la figura tributaria de derechos fiscales, son además infundados. . . . . . . . . . . . 

Lo anterior es así, ya que el concepto de cobro de saldo anterior, de acuerdo al objeto y facultades que tiene encomendadas el Organismo Operador, se entiende como la diferencia entre los servicios públicos prestados pagados y los no pagados, es decir, el cúmulo de derechos fiscales no cubiertos; Impuesto al Valor Agregado del saldo anterior, es un concepto cobrado por la retención de un impuesto federal que se realiza en la prestación del servicio de suministro de agua para uso no doméstico, en términos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado; y, los recargos, no se trata de  tributo alguno, sino  el cobro de una indemnización por falta de pago oportuno de los conceptos principales, conforme a la tasa que señale anualmente la Ley de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, el servicio público de drenaje se encuentra contemplado en el artículo 16, fracción II, de las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para los ejercicios fiscales 2011 dos mil once al 2014 dos mil catorce; y artículo 16, fracción II, inciso a) de las Leyes de Ingresos para los ejercicios fiscales del año 2015 dos mil quince al 2017 dos mil diecisiete, esto considerando 68 sesenta y ocho meses anteriores al mes de abril de 2017 dos mil diecisiete; numerales que respectivamente prevén: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . .. 
“Artículo 16.- Los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, se causarán y liquidarán conforme a lo siguiente:

II. El servicio de la red de alcantarillado sanitario se cubrirá por los usuarios industriales, así como por los usuarios que utilicen suministro de agua alterno al del SAPAL o del SAPAL-Rural, a una tasa del 20% sobre el consumo mensual de agua y/o volumen convenido o descargado de conformidad con las tarifas aplicables.” 

“Artículo 16.- Los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales, se causarán y liquidarán conforme a lo siguiente:

II.- Servicio de alcantarillado:

a).- El servicio de la red de alcantarillado sanitario se cubrirá por los usuarios industriales, así como por los usuarios que utilicen suministro de agua alterno al del SAPAL o del SAPAL-Rural, a una tasa del 20% sobre el consumo mensual de agua o volumen convenido o descargado o estimado por el SAPAL o el SAPAL RURAL, de conformidad con las tarifas aplicables.” 

A fin de desentrañar, esclarecer o revelar el sentido de este artículo en cuanto al alcance y significado de la frase “servicio de la red de alcantarillado sanitario”, se puede emplear cualquier método de interpretación jurídica, según lo dispone el artículo 5 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De esta manera, interpretando armónicamente la primera parte de los citados artículos en relación con el inciso a) de su fracción II, se desprende que la norma jurídica fiscal, contempla tres tipos de servicios públicos a saber: a).- El agua potable; b).- El drenaje y alcantarillado; y, c) El tratamiento y disposición de sus aguas residuales. Ocupándonos en este caso sólo del servicio señalado en segundo lugar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Analizando la primera parte del ordenamiento en mención, tenemos que  los “servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales” y su fracción II, contempla el servicio de alcantarillado, mientras que su inciso a) se refiere al servicio de la red de alcantarillado sanitario, sin especificar qué se refiere al drenaje, de cuya interpretación armónica se obtiene como  objeto gravable, es el uso de la red de drenaje -bien sujeto al régimen de dominio público Municipal-, como red de drenaje y alcantarillado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así, el sistema de drenaje y alcantarillado se compone de diversos elementos, tales como tuberías, conexiones, anillos y obras accesorias: descargas domiciliarias y pluviales, pozos de visita, estructuras de caída, sifones y cruzamientos especiales; infraestructura necesarias para recibir, conducir, ventilar y evacuar las aguas residuales domésticas e industriales y pluviales; en tanto, en la ciudad tenemos un sistema de drenaje y alcantarillado diseñado para recolectar las aguas residuales domésticas e industriales y pluviales, por ello, tenemos que los elementos que lo componen se organizan en dos estructuras:    a).- La red de alcantarillado, que se integra por el conjunto de alcantarillas sobre las vialidades públicas y sus tapas; y, b).- La red de drenaje se forma por el conjunto de tuberías subterráneas en la que se descargan las aguas residuales para conducirlas a la planta de tratamiento municipal. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Luego, no existe impedimento para denominar al servicio público como drenaje o de alcantarillado sanitario, ya que la infraestructura hidráulica municipal para recolectar y conducir las aguas residuales domesticas e industriales resultantes del uso del servicio de agua potable o de la explotación de aprovechamientos concesionados, así como de las aguas pluviales, desde el lugar en donde se generan hasta el sitio en que se tratan, se le denomina red de alcantarillado, red de drenaje o red de saneamiento; pues, la contribución se fija y se cobra por el uso de la infraestructura de la red de tuberías y construcciones usada para la recolección y conducción de las aguas residuales industriales causadas por el proceso o actividad industrial de la fábrica descargadas al drenaje, entre otras. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto resulta, que el legislador al acotar tarifas para el cobro del servicio de alcantarillado sanitario se refiere a las redes de drenaje y alcantarillado sanitario, porque lo que se grava es el uso de la infraestructura de esa red de tuberías; pues, de no ser así, el Legislador no hubiese contemplado en la  primera  parte  del  artículo  16,  el  término  “drenaje”,  motivo  por  el  cual  debe entenderse el servicio como de drenaje y alcantarillado. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En el contexto relatado, el importe por concepto de drenaje que se contiene en el documento informativo impugnado, no contraviene el principio de legalidad tributaria contemplado en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que los derechos tributarios por descargas de aguas residuales industriales en la red de drenaje -bien de dominio público-, se realiza por el uso o aprovechamiento de su infraestructura hidráulica, considerando el consumo mensual de agua o volumen convenido o descargado o estimado por el organismo operador, de conformidad con las tarifas aplicables; por ende, en la especie, la hipótesis de causación es la misma, independientemente de que se le llame servicio de alcantarillado o servicio de drenaje, la materia gravable es el uso o aprovechamiento de la red de tuberías que reciben y conducen las aguas residuales descargadas, al sitio donde se dará el tratamiento que corresponda; de ahí resulta que el cobro del servicio de drenaje se encuentra contemplado en el las Leyes de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2011 dos mil once al Ejercicio Fiscal del Año 2017 dos mil diecisiete, dado que estos años comprenden el periodo de 68 sesenta y ocho  meses que indica el justiciable en la demanda; en consecuencia  no se contraviene el principio de legalidad tributaria. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .   . . . . 
QUINTO.- En relación a la segunda parte del concepto de impugnación identificado como II, la parte actora refiere que la demandada se encuentra obligada a demostrar la real prestación de los servicios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Por su parte, la autoridad en la contestación de demanda  aduce que resulta infundados los argumentos respecto a negar la prestación del servicio, ya que la actora ha manifestado expresamente ser benefactora de los servicios que ahora pretende desconocer falazmente, en razón de que mediante la celebración del convenio de parcialidad de fecha 29 veintinueve de junio de 2011 dos mil once reconoció expresamente la existencia del adeudo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador es FUNDADA  la parte del  concepto de impugnación que nos ocupa, en atención a las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . 
Es importante señalar que el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que los actos administrativos se presumirán legales;  presunción, que  consiste en que el acto administrativo se encuentra emitido conforme al ordenamiento jurídico que lo regula, esto es, por disposición legal reúne los elementos y requisitos establecidos por los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. De este modo, el acto administrativo es válido y produce su efectos jurídicos frente al destinatario o ante cualquier otro particular, porque así lo establece el citado artículo 47 y subsiste  en tanto no se demuestre que es ilegal, de ahí que el interesado  se  encuentra  constreñido  a  desvirtuar  o  destruir esa presunción, por admitir prueba en contrario, al tratarse de una presunción “iuris tantum”; numeral que dispone: . . . . . . 
“Artículo 47.- Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.” . .
Así, la presunción de legalidad de los actos administrativos o fiscales trae consigo la obligatoriedad y exigibilidad del acto, la prohibición de los órganos jurisdiccionales de declarar de oficio la nulidad del acto y o reconocer su  validez, por lo que el afectado debe alegar y demostrar sus aseveraciones para probar la ilegalidad del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por tanto, si quien demanda refiere que es obligación de su contraria demostrar los servicios descritos en el documento informativo controvertido, correspondía en la secuela procesal a la demandada  acreditar los conceptos de servicios brindados, así como los consumos que se contiene en el documento identificado como A39064956, en virtud que tal aseveración envuelve la negación por parte del justiciable de haber recibido  los servicios público y los consumos fijados en el referido documento;  por lo anterior, de acuerdo a las reglas de la carga de la prueba previstas en el artículo 51 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, corresponde a la autoridad acreditar los servicio suministrado y consumos descritos por cada concepto señalado en el documento A39064956; precepto que dispone:  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
“Artículo 51.- Al que niega sólo le corresponde probar, cuando: 

I.- La negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Se desconozca la presunción legal que tenga a su favor el colitigante; y, 

III.- Se desconozca la capacidad.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 

El aspecto anterior “servicios prestados y consumos”, pretendió demostrarlos la demandada con copia certificada de la carátula del contrato de conexión y suministro de agua potable y/o drenaje, número 48040, de fecha  29 veintinueve 06 cero seis de 2011 dos mil once; formato de solicitud de registro de descargas de aguas residuales, con número de control 4068 y fecha 24 veinticuatro de septiembre de 2010 dos mil diez; y formato de solicitud de registro de descarga de aguas residuales, documentales que resultan insuficientes para acreditar los servicios otorgados y consumos descritos en el multicitado documento informativo recibo; es decir, no queda acreditado que en el domicilio registrado bajo la cuenta 0148613, la parte actora hubiere recibido  los servicios públicos  y consumos consignados en el mismo  durante el lapso de 68 sesenta y ocho meses. . . . . . . . . . 
 Así, las documentales aportadas como prueba de la demandada se acredita el contrato de conexión, suministro de agua potable y/o drenaje, en donde se hace referencia a un convenio de pago en parcialidades, su importe, los intereses por financiamiento,  y el Impuesto al Valor agregado a la fecha de su emisión, es decir al 29 veintinueve de junio de 2011 dos mil once, no así los servicios y consumos descritos en el documento  A39064956, mucho menos se acreditan los datos informativos consignados en el mismo, con la diversas documentales consistentes en:   formato de solicitud de registro de descargas de aguas residuales, con número de control 4068 y fecha 24 veinticuatro de septiembre de 2010 dos mil diez; y formato de solicitud de registro de descarga de aguas residuales, al demostrarse con tales probanzas los actos consignados en los mismos, no así los servicios y consumos, que refiere la demanda no le fueron otorgados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En mérito de lo expresado, el documento  39064956, es contrario a derecho al carecer del elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; de esta manera, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, violándose en su perjuicio el  derecho de la seguridad jurídica protegidos respectivamente por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .  . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .

En consecuencia, con fundamento en el artículo 300, fracción II del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se impone declarar la NULIDAD TOTAL del documento  A 39064956 con fecha de emisión 18 dieciocho de abril del año 2017 dos mil diecisiete, correspondiente a la cuenta  0148613. .  . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261, fracción I , 262, fracción II, 287, 298, 299, 262, fracción III, 300 fracciones II y 302 fracciones II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . . . .
SEGUNDO.- Se actualizó la causal de improcedencia analizada de oficio, por lo que se SOBRESEE el proceso administrativo, únicamente respecto al acto consistente en el apercibimiento de suspensión de servicios, por las razones expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del documento  A 39064956 con fecha de emisión 18 dieciocho de abril del año 2017 dos mil diecisiete, en el cual consta el saldo por la cantidad de $269,364.00 (doscientos sesenta y nueve mil  trescientos sesenta y cuatro pesos 00/100 moneda nacional), integra por los siguientes conceptos: saldo anterior, I.V.A. de saldo anterior, drenaje, recargos, tratamiento de agua residual, recargos de documentos e I.V.A correspondiente a la cuenta  0148613, atento a lo vertido en el quinto considerando de este fallo. . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 04 cuatro tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

